




ACCIÓN ESTATAL FRENTE AL ASESINATO A LÍDERES SOCIALES EN 
COLOMBIA POSTERIOR A LA FIRMA DE LOS ACUERDOS DE PAZ 
 
STATE ACTION AGAINST THE MURDER OF SOCIAL LEADERS IN 
COLOMBIA AFTER THE SIGNING OF THE PEACE AGREEMENTS 
 





Uno de los temas más álgidos de la actualidad en Colombia es el asesinato de 
líderes sociales. En este sentido, con base en referentes locales e internacionales, se 
pretende describir su función y relevancia, trayendo a colación una descripción del 
derecho a la vida según la visión de la Corte Constitucional. Por tal motivo, se mencionan 
las cifras actuales respecto al asesinato de líderes sociales, enseñando puntos de vista 
gubernamentales y estatales, con relación a lo dispuesto en el Decreto 2252 de 2017, a 
fin de generar un acercamiento a lo pensado por el Estado ante el asesinato de activistas 
de derechos humanos en Colombia. 
 
Además, se exponen los diversos motivos y locaciones donde ocurre la conducta 
criminal, por último, determinando la posible responsabilidad penal local y/o internacional 
que acaece en los agentes del Estado sobre la omisión en moderar y juzgar en correcta 
forma el hecho delictivo descrito, ya sea, por negligencia o extralimitación de sus 
funciones. 
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1 Abogado egresado de la Universidad Libre Seccional Pereira. Cursante de Especialización en Derecho 








Nowadays one of the most critical issues in Colombia is the murder of social 
leaders. In this regard, based on local and international referents, their role and relevance 
are described, bringing to light a description of the right to life according to the vision of 
the Constitutional Court. For this reason, the current figures regarding the murder of social 
leaders are mentioned, teaching governmental and state points of view, in relation to the 
provisions of Decree 2252 of 2017, in order to generate an approach to what the State 
thought about the murder of human rights activists in Colombia. 
 
In addition, the different reasons and locations where the criminal conduct occurs 
are exposed, finally, determining the possible local and international criminal 
responsibility that occurs in the agents of the State on the omission to moderate and judge 
correctly the criminal act described, either, by negligence or overreaching of their duties. 
 






Una vez firmados los acuerdos de paz en Colombia, se han suscitado cientos de 
asesinatos a líderes sociales alrededor del país. Los motivos fluctúan de diferentes 
formas, entre las cuales encontramos la restitución de tierras, el cuidado del medio 
ambiente, cultivos ilícitos, los grupos armados y los disidentes a lo pactado en La 





“(…) cualquier persona o grupo que se dedica a la defensa, promoción, respeto y 
protección de los derechos humanos en el ámbito nacional e internacional y que 
además trabaja por la eliminación efectiva de las violaciones a los derechos 
humanos en el plano nacional y/o regional (…)” (p.14). 
 
Al respecto, el Estado ha observado la problemática en mención y ha llevado a 
buen término ciertos proyectos legislativos, programas de protección y reconocimiento 
de víctimas, tal y como lo afirman la Fiscalía General de la Nación y diferentes entidades 
departamentales y de vigilancia. Sin embargo, el número de víctimas continúa creciendo, 
en especial, los defensores de los derechos humanos, lo cual refleja un actuar 
sistemático. Por ende, esta situación acarrea inexorablemente el cuestionamiento sobre 
la responsabilidad penal estatal, por la omisión en la atención oportuna de tan 
deplorables sucesos. 
 
Desde esta perspectiva, se le atribuye importancia al estudio de los aspectos bajo 
los cuales acontece el asesinato sistemático hacia los activistas sociales, toda vez que 
el Estado es garante y merece responsabilizarse administrativa y penalmente al 
momento de generar un riesgo no permitido, sin una aparente solución eficaz. 
 
 
Los líderes populares 
 
 
El comienzo de los dirigentes sociales emana de la necesidad de promover los 
derechos humanos, según lo cual sería inseguro pronunciarse respecto a una fecha 
exacta. Sin embargo, en Colombia se puede hablar del surgimiento normativo a partir de 
la Ley 19 de 1958, de acuerdo a lo dispuesto en su artículo 23 (Congreso de la República 





De esta manera, los líderes populares se responsabilizan del mejoramiento de las 
condiciones del entorno, usualmente sin distinción de fines lucrativos. Si bien existe un 
ideal progresista entre el común de las personas, lo diverso con los líderes y dirigentes 
sociales es el “alza de voz” o protesta; acción que no es emprendida por todos, teniendo 
en cuenta que conlleva a varias posibilidades negativas, como lo son: la persecución 
política, el peligro a la vida, entre otras. 
 
Existen figuras representativas que pueden ilustrar la imagen de líder popular, por 
ejemplo, el indio Mohandas Karamchand Gandhi; comúnmente reconocido como 
Mahatma Gandhi, quien se destaca por promover la cultura de la no-violencia. Acerca de 
este líder popular, el Portal de la Educación Dominicana – Educando (2010) añade que: 
 
“La manera en que políticamente dirigió a los hindúes a canalizar su batalla 
independentista mostrando la resistencia pacífica fue escrita en la historia con letras 
grandes. El movimiento de Derechos Civiles en los Estados Unidos en la década del 1960 
dirigido y orquestado por Martin Luther King se basó en la doctrina de Gandhi”. (párr.5) 
 
Con el propósito de continuar ejemplificando la figura del líder comunal, se 
reconoce una muestra más locativa con la historia de vida de “Doña Bartola”. Ella estuvo 
presente en el asesinato de sus hijos y esposo en Guatemala, el cual fue causado por 
conflictos bilateres entre la guerrilla y el ejército. Esta situación provocó sentimientos y 
emociones de desolación y depresión en su vida. Por ende, a raíz de esto creó junto a 
otras mujeres de su región una estrategia para que en la comunidad, la guerra no se 
percibiera como el único camino para los jóvenes guatemaltecos, residentes en el 
entorno rural. De esta manera, con ayuda de una Organización No Gubernamental – 
ONG, se desarrollaron proyectos de ganadería y cultivos para generar mejores 
condiciones de vida (Carreras, 2009). 
 
En este sentido, las historias de vida anteriormente mencionadas demuestran el 




gubernamentales o con un alto poder adquisitivo, han conllevado a cambios radicales de 
pensamiento y actuar social. 
 
Según la teoría de Claus Roxin, será sancionable lo que sea insoportable para la 
estructura y coexistencia social, por tal motivo, conociendo la conducta objeto de estudio, 
es evidente que el asesinato sistemático hacia líderes sociales debe ser sancionado 
penalmente. No solo contra los actores directos, sino frente a quienes han hecho 
plausibles las condiciones para la existencia de tales actos, entonces, se pueden implicar 
los agentes de gobierno (Vélez, 2008). 
 
 
Derecho a la vida 
 
 
En Colombia, la reflexión sobre el derecho a la vida transporta primariamente a lo 
rezado en el artículo 11 de la Constitución Política de Colombia de 1991. La Asamblea 
Nacional Constituyente (1991) dispone que: “El derecho a la vida es inviolable. No habrá 
pena de muerte” (Artículo 11). 
 
Desde esta perspectiva, el abordaje de la violencia en Colombia conlleva a 
múltiples interpretaciones, teniendo en cuenta que la historia enseña que han existido 
concurridos motivos de índole político, social y económico, comúnmente generadores de 
conflictos y consecuentemente dirigidos a la vulneración de los derechos humanos. En 
atención a lo expuesto, la Corte Constitucional de Colombia ha determinado en diferentes 
oportunidades la importancia y cuidado hacia el derecho a la vida. Por consiguiente, en 
la Sentencia C-355/06, la Corte Constitucional de la República de Colombia (2006) 
estableció que: 
 
“Dentro del ordenamiento constitucional la vida tiene diferentes tratamientos normativos, 




la vida como bien jurídico protegido por la Constitución. El derecho a la vida supone la 
titularidad para su ejercicio y dicha titularidad, como la de todos los derechos está 
restringida a la persona humana, mientras que la protección de la vida se predica incluso 
respecto de quienes no han alcanzado esta condición. (párr. 3) 
 
De acuerdo con Vélez (2008), desde los postulados de Claus Roxin, para que 
exista una imputación objetiva deben existir 3 condiciones: 1) Que la acción del sujeto 
haya creado un riesgo (peligro); 2) Que ese riesgo sea jurídicamente desaprobado; 3) 
Que se haya concretado en un resultado típico. Según lo cual, un riesgo no permitido 
que haya desembocado en un resultado ilícito, debe ser objeto de investigación penal.  
 
 
Acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de paz 
 
 
De las negociaciones en La Habana entre el Estado Colombiano y el grupo 
armado las FARC, se produjeron múltiples condiciones con el fin de culminar el conflicto 
armado, del desarme y retorno de tierras habitadas por los agentes al margen de la ley. 
No obstante, se han ocasionando dificultades entre las personas que consideran ser 
poseedoras de los terrenos que antes subyugaba el grupo armado. 
 
A esta situación se le suma que grupos disidentes a lo pactado, tales como: el 
ELN, narcotraficantes, conjuntos subversivos y desplazados, han continuado en disputa 
por diferentes factores que desarrollan más adelante en el presente artículo. De esta 
forma, los líderes sociales pretenden encontrar un ambiente lejos de las hostilidades del 
conflicto armado. Además, cabe resaltar que a la fecha no hay un apunte exacto del 
número de líderes asesinados en Colombia. 
 
En consecuencia, los móviles para la conducta objeto de estudio se pueden 




• Agua y recursos ambientales: Los denominados líderes del agua y 
ambientalistas manejan un perfil protector de los recursos naturales. La 
importancia actual y futura que representan el uso de estos patrimonios para fines 
ilícitos o desmedidos, son el motivo por el cual los líderes y lideresas pretenden la 
preservación de bosques, ríos, nacimientos hídricos, paramos y demás.  
 
Adicionalmente, se le atribuye una especial relevancia estatal a los motivos de 
lucha de esta clase de dirigentes sociales, teniendo en cuenta que así como lo 
relata la Sentencia C-595 de 2010, existe una obligación de cuidado entre la 
sociedad y la naturaleza (Corte Constitucional de la República de Colombia, 
2010). 
 
“Constitución ecológica – Importancia. La Constitución de 1991 modificó 
profundamente la relación normativa de la sociedad colombiana con la naturaleza. Por ello 
esta Corporación ha señalado […] que la protección del medio ambiente ocupa un lugar 
tan trascendental en el ordenamiento jurídico que la Carta contiene una verdadera 
"Constitución ecológica", conformada por todas aquellas disposiciones que regulan la 
relación de la sociedad con la naturaleza y que buscan proteger el medio ambiente”. (Corte 
Constitucional de la República de Colombia, 2010, Expediente D-7977) 
 
También, lo relativo a la minería ilegal hace parte del presente aditamento. Esta 
es una situación que ha generado incalculables pérdidas ambientales y humanas 
por la avaricia de los grupos al margen de la ley, aprovechando el omitir estatal 
en la regulación y vigilancia de una problemática que en la mayoría de los casos 
ocurre en sitios muy remotos, siendo los primeros llamados a denunciar, aquellas 
personas del campo, expuestas aún más al flagelo y ataque delincuencial. Este 
hecho culminó con la vida de 24 líderes ambientales en el 2017, según lo expuesto 





• Tierras: Posterior a la firma del acuerdo con las Farc y el pacto sobre la dejación 
de armas, fue cedido el control sobre las tierras que dominaba el grupo guerrillero, 
zonas que ahora son añoradas para diversos negocios, tales como: el 
narcotráfico, la ganadería, minería ilegal y demás. En primera instancia, el 
conflicto se visualiza entre quienes consideran que es justo regresar a lo que antes 
les pertenecía por vías legales como la restitución de tierras, y quienes quieren 
cobrar el espacio “libre” abandonado por las Farc para los comicios en mención. 
 
Del mismo modo, es de común conocimiento que ha ocurrido un exponencial 
crecimiento de los cultivos de sustancias ilícitas en los últimos años. Muchas 
personas le atribuyen este hecho a la firma del acuerdo de paz, por lo cual, los 
agentes disidentes de lo acordado en La Habana han continuado con el negocio 
del narcotráfico; industria alterna que en décadas atrás estaba siendo ejecutada 
por la famosa guerrilla.  
 
• Expansión del Ejército de Liberación Nacional – ELN: El ELN es disímil de las 
disidencias de las Farc, no obstante, es posible que busquen un fin común en el 
dominio de tierras y son parte de la comisión de homicidios ante dirigentes 
comunales. Si bien es cierto, el ELN ha negado su participación en tales actos, el 
director de la Unidad Nacional de Protección – UNP mencionó; en una entrevista 
en vivo para  la revista Semena, que según estudios de inteligencia, se ha logrado 
determinar que efectivamente han tenido participación en la conducta objeto de 
estudio. 
 
• El paramilitarismo: Aunque el Estado, en ocasiones, no reconozca su existencia, 
se considera una de las corrientes más indomables que ha llevado a la muerte, 
amenaza y maltrato de dirigentes comunales en el país. Por lo general, éstas 
asumen figuras anónimas y grupos con identidad difusa, tales como: “las águilas 




víctima a sucumbir ante las pretensiones impuestas, por ejemplo, abandonar su 
núcleo social en búsqueda de protección. 
 
Tal es el caso de la profesora Magda Deyanira Ballesta Chivatá, quien tuvo que 
salir de su lugar de trabajo y residencia (San Pablo, Bolívar) porque fue objeto de 
amenazas por parte de un supuesto cabecilla del clan el golfo. La docente se 
caracterizaba por ser una virtuosa maestra en constante búsqueda de una mejor 
calidad en la educación. No obstante, tras las amenazas de muerte tuvo que 
abandonar la vida que llevaba para refugiarse de ataques mal intencionados 
(Montaño, 2018). El caso de la docente se asemeja al relatado a inicios del 
presente artículo; donde se describió la historia de “Doña Bartola”, puesto que, 
ambas se encontraban en regiones con escasas oportunidades para los jóvenes. 
Por ende, dichas situaciones las motivaron a gestionar mejores condiciones a 
futuro. 
 
Asesinato a líderes sociales en Colombia 
 
 
Desde diciembre del año 2016 hasta el mes de febrero del presente año, se han 
registrado cientos de muertes de dirigentes ediles. Al respecto, en el portal web del 
Noticiero Universal, se encuentra un reportaje de un estudio a cargo de El Tiempo 
(2018a), en el cual indica que: 
 
“Meses atrás, el secretario general de la ONU, Antonio Guterres, alertó al Consejo de 
Seguridad del organismo sobre la inseguridad en algunas zonas de Colombia afectadas 
por el conflicto y dejó en evidencia la preocupación por el incremento en el número de 
líderes sociales asesinados. Ante las cifras, a pocos meses de finalizar el 2017, el 
Gobierno emitió el decreto 2252, en el cual dice que los “primeros respondientes” de 
líderes y defensores serán las gobernaciones y las alcaldías. Las administraciones 




afecten” a los líderes y defensores. Además, tendrán que promover el desarme voluntario 
y el rechazo del uso de armas”. (párr.7-9) 
 
A continuación se expone un gráfico realizado por El Tiempo (2018b), con relación 
a los índices de asesinatos a los líderes sociales durante el período de 2016 a 2017.  
 
 
Gráfico 1. Líderes asesinados por departamento durante el período de 2016 a 2017 
Fuente: El Tiempo (2018b) 
 
Teniendo en cuenta el objeto de estudio del presente artículo y valorando la 
información representada en el gráfico anterior, se consideró pertinente conocer la 
versión de los entes estatales y gubernamentales hacia la aplicación de estrategias 




Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo del Interior (Decreto 2252 de 
2017).  
 
En este sentido, se obtuvieron respuestas sobre el tema desde la Secretaría de 
Gobierno de la Gobernación de Nariño, la Oficina de Planeación e Información de la 
UNP, el área delegada contra la criminalidad organizada y el grupo de derechos 
humanos y Derecho Internacional Humanitario - DIH delegado para la seguridad 
ciudadana de la Fiscalía General de la Nación. A continuación, se incluyen las 
contestaciones de cada uno de estos entes estatales y gubernamentales. 
 
La Secretaría de Gobierno de la Gobernación de Nariño, en escrito obtenido en 
mayo del año 2018, manifestó que han creado un directorio de enlaces institucionales 
para la agilidad y protección de los casos reportados, y convocó a todos los líderes y 
lideresas del departamento para exponer el alcance del Decreto 2252 de 2017. Además, 
afirmó que han desarrollado de manera concurrida consejos de seguridad hacia la 
protección de los defensores de los derechos humanos, incluyendo en tales eventos a 
los docentes en situación de riesgo. Por último, concluyó haber llevado a cabo trabajos 
mancomunados con la Unidad de Protección de Víctimas hacia el análisis de la situación 
de riesgo de los concejos comunitarios (Secretaría de Gobierno de la Gobernación de 
Nariño, 2018). 
 
Por su parte, la Oficina de Planeación e Información de la UNP adujo haber sido 
creada para la prestación de servicio de protección a determinada población en 
situaciones de riesgo, como consecuencia de funciones sociales, políticas, públicas o 
humanitarias. Del mismo modo, mencionó que, en orden a su visión, el Gobierno dispuso 
en el artículo 2.4.1.2.6 - numeral 2 del Decreto 1066 de 2015, la protección a personas 
en riesgo, dirigentes o activistas de organizaciones defensoras de los derechos 
humanos. Para finalizar, concluyó su intervención señalando los requisitos de quienes 
deprecan protección por evidencia de riesgo y/o amenazas inminentes (Oficina de 





En cuanto al área delegada contra la criminalidad organizada de la Fiscalía General 
de la Nación, en su respuesta mencionaron que mediante el Decreto 898 de 2017 se ha 
fortalecido la gestión en la protección hacia las violaciones de los derechos humanos, 
informando que actualmente la Fiscalía cuenta con 400 nuevos investigadores, 
ampliando la cobertura de las unidades especializadas. También, manifestaron que si 
bien su función es adelantar la acción penal acusadora, trabajan articuladamente con 
otras instituciones, a fin de prevenir la ocurrencia de hechos que atenten hacia los líderes 
sociales (Fiscalía General de la Nación, 2015; 2018). 
 
Por último, el grupo de derechos humanos y DIH delegado para la seguridad 
ciudadana de la Fiscalía General de la Nación, hizo mención en su respuesta respecto 
del Decreto 2252 de 2017 y la competencia de los gobernadores, alcaldes, agentes de 
presidencia, con apoyo del Ministerio Público sobre la implementación de acciones 
tendientes a fortalecer la prevención de los Consejos Territoriales de los líderes y 
lideresas sociales (Fiscalía General de la Nación, 2015; 2018). 
 
Este ente ha explicado cómo, desde la expedición del Decreto 02 del 2017, se 
implementaron estrategias hacia la investigación por homicidio a la población defensora 
de los derechos humanos, aplicando una estrategia presentada ante la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos el 21 de marzo de 2017, que consiste en las 
siguientes líneas de acción: 1) Iniciación de un trabajo de cultura institucional con todos 
los servidores de la Fiscalía; 2) Reconocimiento de la labor de defensa de derechos 
humanos de la víctima como primera hipótesis investigativa; 3) Aplicación de la 
metodología de asociación de casos; 4) Creación de unidades itinerantes para llegar con 
prontitud a la escena de los hechos; 5) Elaboración y aplicación de protocolos de 
intervención; 6) Expedición de directrices para la estandarización de la investigación de 
homicidios; 7) Un plan de trabajo que permita la articulación interna entre las diversas 
dependencias para la investigación de homicidios cometidos contra defensores (Fiscalía 





De acuerdo con la Fiscalía General de la Nación (2015; 2018), esta estrategia ha 
permitido avances históricos en el esclarecimiento de los homicidios hacia defensores 
de derechos humanos.  
 
Del mismo modo, este ente facilitó información relacionada con valores 
correspondientes a los casos entre 2016 y mayo de 2018, la cual se representa a 
continuación en la siguiente tabla, y de la que se interpreta que hasta junio del año 2018 
se han esclarecido 78 casos de homicidio. 
 
Tabla 1. Casos correspondientes en el esclarecimiento de los homicidios hacia 
defensores de derechos humanos, durante el período de 2016 a 2018 
 
Número de casos 2016 - 2018 170 
Sentencias 15 
Número de casos en juicio 32 
Número de casos en investigación 20 
Número de casos con orden de captura vigente 11 
Número de casos con orden a policía judicial en 
curso 
92 
Número de personas vinculadas 189 
Número de personas físicamente detenidas 140 
Fuente: Fiscalía General de la Nación (2015; 2018) 
 
 
Adicionalmente, fue expedida la Directiva 002 de 2017 mediante la cual se busca 
establecer lineamientos generales sobre la investigación de delitos cometidos contra 
defensores de derechos humanos en Colombia. En esta directriz se imparten temas 
específicos que, en resumen, se enmarcan en tener el concepto del defensor de los 
derechos humanos, conociendo las particularidades de la defensa y sus implicaciones, 




Humanos y por la Comisión Interamericana para la investigación de tales delitos. Por 
último, también se reconocen los lineamientos para la correcta investigación de las 
conductas hacia los entes fiscales sobre los estándares probatorios (Fiscalía General de 
la Nación, 2015; 2018). 
 
La Fiscalía General de la Nación (2015; 2018) arguye que este tipo de iniciativas, 
en materia de la defensa hacia los líderes sociales, posiciona a Colombia como un país 
pionero en el fortalecimiento hacia los programas de protección, y esto es fundamental 
para alcanzar una política global en favor de la referida población. Para finalizar, concluye 
el escrito destacando la consolidación de las Seccionales Cauca, Nariño, Norte de 
Santander y Antioquia, ya que, son los departamentos donde se presenta el más alto 
índice de homicidios a defensores de los derechos humanos. 
 
Desde esta perspectiva, no está demás mencionar alrededor de 10 entidades 
gubernamentales oficiadas, faltaron a su deber constitucional rezado en el artículo 23 de 
la Carta de Derechos. De acuerdo con lo anterior, es posible visibilizar un compromiso 
adquirido por el Estado hacia el establecimiento de la gravedad de la conducta objeto de 
estudio, lo cual conllevaría a pensar que han existido acciones conducentes a mitigar el 
homicidio a líderes y lideresas comunales. Sin embargo, esta situación no refleja la 
realidad en Colombia, donde se debate la existencia de una conducta sistemática hacia 






En el devenir del presente artículo se pueden observar ligeramente el prontuario de 
motivos, circunstancias y víctimas relativas al asesinato, y demás conductas beligerantes 
hacia los líderes sociales. Por tal motivo, se considera pertinente exponer la 




Desde el surgimiento del Estado Colombiano como una República Centralista con 
la Carta Política de 1886, se han configurado cuatro códigos penales que traen la figura 
de delito político, no obstante, y pese al avance y codificación del tipo penal, la legislación 
no responde a las particularidades de estas situaciones, y más aún lo relacionado con el 
juzgamiento de tales conductas. 
 
Por consiguiente, en este artículo se afirma que el asesinato sistemático de líderes 
sociales tiene comicios sistemáticos, a pesar de que el Estado tema reconocerlo, según 
lo cual el debate no se erguirá en ese contexto, teniendo en cuenta que algunas figuras 
de alto trajín político se han empeñado en estigmatizar a los líderes sociales como 
guerrilleros o en su defecto auxiliadores de las FARC, o que sus muertes han acontecido 
por líos en cantinas, justificando de manera insolente dichas víctimas. 
 
La Corte Penal Internacional – CPI es la entidad con competencia para llevar a 
juicio a los dirigentes que cometan violaciones graves al DIH por delitos como el 
genocidio, los crímenes de lesa humanidad y de guerra. Cabe destacar que esto se 
enmarca dentro de hechos cometidos desde el 1 de julio del 2002 en adelante, 
reconociendo que la CPI no tiene efecto retroactivo. Además, esta figura internacional 
tiene injerencia, toda vez que pese a que el homicidio a líderes populares no siempre 
suele darse por agentes del Estado, se dispone una puesta en peligro por parte del 
mismo hacia las víctimas. En sí, el Estado omite intervenir generando espacios proclives 
de peligro hacia la comunidad, sin que genere una intervención oportuna. Dicha situación 
enfila la responsabilidad penal a los entes de control, así no sean estos los perpetradores 













El problema del asesinato y demás conductas lesivas hacia los activistas sociales 
en Colombia tiene un gran devenir político, cultural y sistemático, que no solo surge a 
partir de la firma de los Acuerdos de Paz en el año 2016. No obstante, este hecho ha 
generado múltiples cambios en el país y, por ende, diversas situaciones conflicto, como 
las relatadas en los apartados del presente artículo. 
 
La responsabilidad penal del Estado deviene de distintos factores, reconociendo 
que se han provocado situaciones no permitidas de riesgo en contra de la comunidad 
civil. Esta población ha sido la más afectada por los conflictos derivados de la restitución 
de tierras, las plantaciones ilícitas, la minería ilegal, los daños ambientales, el comiso de 
tierras para fines inicuos, entre otras. 
 
El Estado como garante tiene la obligación de preservar el orden y los derechos; 
garantías que han sido vulneradas por riesgos jurídicamente permitidos, que devienen 
de la convivencia, como por ejemplo, conducir un vehículo o subir a un avión. Sin 
embargo, al momento de generarse un riesgo no permitido, las Ramas del Poder Público 
deben elaborar un plan interdisciplinar para morigerar y concluir la conducta objeto de 
violaciones. Por tal motivo, es importante reconocer que cada vez que el Estado tiene 
conocimiento de un hecho lesivo para el bien común y no actúa, se convierte en un ente 
permisivo y, por ende, es responsable a nivel de lo contencioso administrativo y lo penal. 
 
En atención al estudio de la impunidad frente a los asesinatos de líderes sociales 
en Colombia, es menester resaltar que se trata de un punto álgido en la actualidad, a 
pesar de que a la fecha no hay una cifra unánime, cada día se conocen más casos, 
respecto de los cuales no existe solución ni prevención oportuna por parte del Estado. 




el fin de generar una presión mayor hacia el gobierno para dar solución al mencionado 
conflicto. 
 
En clave a discurrir la responsabilidad penal del Estado, se concluye que no solo 
existe un compromiso de carácter constitucional y administrativo, puesto que, según el 
omitir sistemático y lo relativo a la responsabilidad objetiva planteada por Claus Roxin, 
se interpreta que existe incumbencia en el ámbito penal. Si bien es cierto, la facultad 
punitiva deriva de la soberanía del Estado, él mismo se encuentra generando un peligro 
para la sociedad, sin que haya actuado en debida forma para erradicar el riesgo, 
convirtiéndose en una figura permisiva y, por tal motivo, es respondiente. 
 
De la misma manera, es importante señalar que los entes internacionales no son 
los únicos competentes para conocer de las omisiones cometidas. Se conoce que los 
altos dirigentes son quienes disponen los lineamientos de gobierno centralista, no 
obstante, esta situación deriva el actuar u omitir de entes de control o de ejecución más 
locativos y departamentales, siendo la justicia penal colombiana la encargada de dirimir 
tales responsabilidades, así como es expuesto en el Código Penal Militar (Ley 1407 del 
2010).  
 
En corolario de lo expuesto, también se concluye la existencia de una omisión 
sistemática por parte del Estado en la investigación de la comisión de asesinatos a 
líderes sociales en Colombia, previo y posterior a la firma de los Acuerdos de Paz. Esto 
es un hecho que demuestra que, pese a que existe una regulación nacional e interés 
estatal en la terminación de tal conducta delictiva, es necesario un plan de ejecución que 
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